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Señores  
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CARTAGENA 
ESD 
 
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA  
RADICADO: 13001333300420190002200 

DEMANDANTE: YEFERSON RAMIREZ HERRERA Y OTROS  

DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL  
 
         
  
SHIRLY BARBOZA PAJARO, mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
33.334.966 de Cartagena, portadora de la Tarjeta Profesional No. 108.304 expedida por el Consejo 
Superior de la Judicatura, con domicilio y residencia en esta ciudad, obrando en mi condición de 
apoderada de la NACION - RAMA JUDICIAL en el Proceso de la referencia, procedo a pronunciarme 
sobre el escrito de Reforma de la Demanda presentada por la parte demandante, en los siguientes 
términos: 
 
 
 

A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 
 
 
La NACION - RAMA JUDICIAL - CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA - DIRECCION 
EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL, a través de la suscrita apoderada se opone a todas y 
cada una de las pretensiones de la demanda, por cuanto no hubo falla del servicio, ni defectuoso 
funcionamiento de la Administración Judicial ya que toda la actuación judicial estuvo soportada en las 
normas legales y vigentes. 
 
 

EN RELACION CON LOS HECHOS: 
 
 
 
A continuación me pronunciare sobre los hechos en la misma forma como son enunciados por el 
demandante: 
 
1 al 3. Por tratarse de calidades personales atribuidas al demandante, desconocemos la veracidad de 
lo afirmado, como quiera que no se aporta prueba que permita realizar un estudio al respecto. Deberá 
el demandante demostrar estas afirmaciones 
 
4. Si en el año 2016, el hoy demandante conoció de su vinculación al sistema de salud por afiliación 
realizada por el Inpec, en esa fecha debió realizar las gestión tendiente a aclarar dicha circunstancia y 
evitar así un futuro perjuicio; por cuanto tal omisión debería ser considerada como la configuración del 
eximente de responsabilidad de culpa exclusiva de la víctima; no por generar la situación gravosa 
sino por no actuar con la debida diligencia desde el momento mismo en que se percató de la errónea 
vinculación al sistema de salud evitando así un futuro perjuicio. 
 
5. Nótese que este hecho esta muy ligado al anterior, pues cuenta el demandante que en 2017, sin 
precisar la fecha exacta, no puedo ingresar al mercado laboral debido a la afiliación realizada por le 
Inpec, sin embargo todo ello deberá ser demostrado por el actor, así como todas aquellas tareas 
realizadas en 2016 y 2017 para esclarecer y subsanar la situación  
 
6. Debera probarse 
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7. En este hecho esta claro que los hechos generadores del eventual daño reclamado por el actor no 
están a cargo de mi defendida, Rama Judicial, quien no emitió la orden de captura, no realiza la 
investigación penal y no esta encargada de la identificación e individualización de los eventuales 
sindicados. 
 
8. Este hecho, así como sus subnumerales sólo podrán ser aclarados cuando se incorpore el 
expediente penal al plenario. 
 
 
9. Todo perjuicio alegado debe ser demostrado por aquel que pretende derivar algún tipo de 
indemnización en su favor, sin embargo observamos que en ningunos de los hechos el demandante 
nos cuenta en que consistió la participación del Juzgado Promiscuo Municipal de Villanueva – Bolívar 
en la generación de los mismos 
 
10. En este hecho y en sus subnumerales, el demandante cuenta lo acaecido en desarrollo de la 
acción de tutela instaurada por él, sin embargo los mismo esta cargados de apreciaciones personales 
e interpretaciones subjetivas; razón por la cual nos atenemos al contenido literal de la providencia en 
cita. 
 
No obstante lo anterior, existen algunas imprecisiones que deben ser aclaradas. Por ejemplo, es 
erróneo pretender derivar perjuicios morales de una eventual fuga de presos, pues tal conducta es 
descrita como delito y como tal es sancionada, por lo que no es dable pensar que ello produzca 
zozobra. Así mismo, el demandante nunca pudo sentir zozobra de ser capturado por fuga de presos, 
pues para ello es menester haberse encontrado detenido y luego fugarse del establecimiento 
carcelario y él nunca estuvo detenido. 
 
Igualmente se observa en este hecho que el demandante imputa a la Fiscalía General de la Nación 
los hechos generadores del daño reclamado y se apoya en la decisión tomada por un Juez 
Constitucional, quien en ultimas como representante de la Rama Judicial lo que esta obrando es 
como garante y salvaguardando sus derechos fundamentales; por lo que nuevamente es evidente 
que la entidad que represento no generó los perjuicios reclamados. 
 
11. Este hecho es parcialmente cierto, pues si bien el demandante agotó requisito de procedibilidad 
respecto a la demanda inicialmente instaurada, no es cierto que respecto a la reforma se haya 
agotado el mismo; contrariándose los pronunciamiento del H. Consejo de Estado 
 

 
 
 

RAZONES DE LA DEFENSA 
 

 
Procederemos a continuación a esbozar los argumentos con los cuales pretendemos dar claridad en 
cuanto a la absoluta falta de responsabilidad de la Rama Judicial en la generación de los perjuicios 
reclamados por el demandante. 
 
Porque decimos lo anterior: 
 
En las pretensiones se dice: 

“Con fundamento en lo anterior, solicito se declare; 

 

1. La responsabilidad administrativa y patrimonial del estado por operación administrativa a título de 

defectuoso funcionamiento de la administración de justicia a cargo de la FISCALÍA GENERAL DE 

LA NACIÓN Y RAMA JUDICIAL, así mismo, el título de imputación subjetivo falla en el servicio 

por parte de la REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, o en aplicación del principio 

IURA NOVA CURIA la que tipifique el juez de conocimiento”. 
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(…) 
 
 
Sobre este particular debemos manifestar que de conformidad con la normatividad especial la Rama 
Judicial responde por los siguientes eventos: 
 
El artículo 90 de la Constitución Política consagra la responsabilidad patrimonial del Estado por los 
daños antijurídicos causados por la acción o por la omisión de las autoridades públicas. Se trata de 
una cláusula general de responsabilidad estatal, cuya estructuración se determina a partir del 
cumplimiento de dos (2) requisitos:  
 
1. Existencia de un daño antijurídico. 
 
2. Que éste sea imputable a la acción u omisión de una autoridad pública. 
 
La noción de daño antijurídico fue definida por el Consejo de Estado, como aquella lesión patrimonial 
o extrapatrimonial, causada en forma lícita o ilícita, que el perjudicado no está en el deber jurídico de 
soportar. 
 
Por su parte, la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia - Ley 270 de 1996-reguló la 
responsabilidad de los funcionarios y empleados judiciales, por las acciones u omisiones que causen 
daños antijurídicos, a cuyo efecto determinó tres presupuestos:  
 
• Error jurisdiccional (Art. 67) 
 
• Privación injusta de la libertad (Art. 68). 
 
• Defectuoso funcionamiento de la administración de justicia (Art. 69) 
 
La parte actora funda la pretendida responsabilidad del Estado en una presunta falla en el servicio, sin 
embargo, para que pueda considerarse como una verdadera causa de perjuicio que comprometa la 
responsabilidad Estatal, “no puede ser entonces cualquier tipo de falta. Ella debe ser de tal entidad que, 
teniendo en cuenta las concretas circunstancias en que debía prestarse el servicio, la conducta de la 

administración puede considerarse como “anormalmente deficiente”. (Consejo de Estado, Sentencia de 
agosto 4 de 1994. Expediente 8487). Negrillas fuera del texto. 
 
El Consejo de Estado, respecto al tema ha pronunciado de ataño de la siguiente manera:  
 

"Pero decir daño antijurídico no quiere significar que la noción de falta o falla del servicio 
desapareció de la responsabilidad estatal y menos que el acreedor de la indemnización ya no 
tenga que probar la falla si la hubo o la conducta irregular que lo lesionó.  
 
En otras palabras, cuando se alega que la conducta irregular de la administración produjo el daño 
(la falta del servicio en el lenguaje corriente) tendrá que probarse esa irregularidad, salvedad 
hecha de los eventos en que esa falla se presume. En ambas hipótesis ese primer supuesto de la 
responsabilidad deberá gobernarse por las normas de la carga probatoria. Y cuando se afirma que 
ese daño se produjo sin falta o falla de la administración, pero que el que lo sufre no tenía por qué 
soportarlo, el acreedor, como es apenas evidente, deberá demostrar el daño y el por qué, pese a 
ser legal la actuación de la administración, no tenía por qué sufrirlo.  
 
En síntesis, la nueva Constitución, a pesar de su amplitud en materia de responsabilidad, no la 
hizo exclusivamente objetiva ni borró del ordenamiento la responsabilidad por falla en el servicio. 
Las nociones de imputabilidad y de daño antijurídico así lo dan a entender".  

 
 
 
Aclarado lo anterior, es menester aclarar cuales son los requisitos para la existencia de 
responsabilidad por parte del Estado y cuales son aquellos necesarios para que se configure el error 
judicial o el defectuoso funcionamiento de la Administración Judicial. 
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En el régimen de imputación subjetivo de responsabilidad denominado falla del servicio probada, la 
responsabilidad surge a partir de la comprobación de la existencia de tres elementos necesarios:  
 

i) El daño sufrido por el interesado;  
 
ii) La falla del servicio propiamente dicha, consistente en el mal funcionamiento del servicio 
porque éste no funcionó cuando debió hacerlo o, lo hizo tardía o equivocadamente y;  
 
iii) Una relación de causalidad entre estos dos elementos, es decir, la comprobación de que el 
daño se produjo como consecuencia de la falla del servicio. 
 

Cabe resaltar igualmente que, en los juicios de responsabilidad patrimonial del Estado por las 
acciones u omisiones de la Rama Judicial, procede también el análisis de los llamados eximentes, o 
mejor excluyentes de imputación, tales como la fuerza mayor, el hecho exclusivo del tercero y el 
hecho exclusivo de la víctima, como quiera que estos eventos integran esta institución jurídica y 
definen los elementos generales que la edifican.  
 
Así, el H. Consejo de Estado lo ha precisado en abundantes providencias que cuando se demuestra 
que el daño provino de un evento constitutivo de fuerza mayor, hecho del tercero y el hecho de la 
víctima, la imputación no se configura y, por ende, no procede declarar la responsabilidad del Estado. 
 
Respecto de esta modalidad de falla judicial ha señalado de manera reiterativa el Consejo de Estado 
que: 
 

“El artículo 69 de la ley 270 de 1996 establece que cuando el daño no proviene de un error judicial 
o de la privación injusta de la libertad, el título de imputación jurídica radica en el defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia. Dentro de ese concepto están comprendidas 
todas las acciones u omisiones que se presenten con ocasión del ejercicio de la función de 
impartir justicia en que incurran no sólo los funcionarios sino también los particulares investidos de 
facultades jurisdiccionales, los empleados judiciales, los agentes y los auxiliares judiciales. 
 
(…) El error jurisdiccional se predica frente a las providencias judiciales por medio de las cuales se 
declara o se hace efectivo el derecho subjetivo, en tanto que la responsabilidad por defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia se produce en las demás actuaciones judiciales 
necesarias para adelantar el proceso o la ejecución de las providencias judiciales. La doctrina 
Española para diferenciar el error judicial del defectuoso funcionamiento explicó “… nos 
encontramos en el dominio de la responsabilidad por funcionamiento anormal de la Administración 
de Justicia , siempre y cuando la lesión se haya producido en el ¨giro o tráfico jurisdiccional ¨ 
entendido este como el conjunto de las actuaciones propias de lo que es la función de juzgar y 
hacer ejecutar lo juzgado(excluidas las actuaciones de interpretar y aplicar el Derecho plasmadas 
en una resolución judicial que, como se acaba de indicar, caerán en el ámbito del error judicial); a 
sensu contrario, no entrarían en este concepto aquéllas actividades que produjesen un daño –
incluso si éste fuese identificado plenamente como achacable a la actuación de un Juez o 
Magistrado –si su actuación no se hubiese realizado en el mencionado ¨giro o tráfico jurisdiccional 
¨, sino en otro tipo de actuaciones distintas. En definitiva, en el régimen establecido para la 
responsabilidad por el funcionamiento anormal de la Administración de Justicia habrán de 
incluirse las actuaciones que, no consistiendo en resoluciones judiciales erróneas, se 
efectúen en el ámbito propio de la actividad necesaria para juzgar y hacer ejecutar lo 
juzgado o para garantizar jurisdiccionalmente algún derecho” Así también lo previó el 
legislador colombiano cuando dispuso que, fuera de los casos de error jurisdiccional y 
privación injusta de la libertad, “quien haya sufrido un daño antijurídico, a consecuencia de 
la función jurisdiccional tendrá derecho a obtener la consiguiente reparación”1(Subrayas 
fuera del texto). 

 
 
Los presupuestos que deben reunirse en cada caso concreto para que pueda predicarse la existencia 
de un error jurisdiccional, se encuentran establecidos en el artículo 67 de la Ley 270 de 1996, así: 

 
1  Consejero ponente, Dr. Ricardo Hoyos Duque. 22 de Noviembre de 2001. Radicación número 25000-23-26-000-1992-8304-01 (13164). Actor: 

Fernando Jiménez y Carlos Hernando Ruiz Peña. Demandado: Nación – Ministerio de Justicia. 
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“El error jurisdiccional se sujetará a los siguientes presupuestos:  
 

1. El afectado deberá haber interpuesto los recursos de ley en los eventos previstos en el artículo 70, 
excepto en los casos de privación de la libertad del imputado cuando ésta se produzca en virtud de una 
providencia judicial.  

2. La providencia contentiva de error deberá estar en firme (…)”.  

 
La H. Corte Constitucional al realizar el estudio de constitucionalidad de la citada ley 270 de 1996, en 
sentencia C- 037 de 5 de febrero de 1996, puntualizó respecto del error jurisdiccional lo siguiente:  
 

- Se materializa únicamente a través de una providencia judicial; 
- Debe respetar la autonomía y libertad que por mandato constitucional tiene el juez para 

interpretar los hechos que se someten a su conocimiento y, asimismo, aplicar las normas 
constitucionales o legales que juzgue apropiadas para la resolución del respectivo 
conflicto jurídico; 

- Debe enmarcarse dentro de una actuación subjetiva, caprichosa, arbitraria y 
flagrantemente violatoria del debido proceso, que demuestre, sin ningún asomo de duda, 
que se ha desconocido el principio de que al juez le corresponde pronunciarse 
judicialmente de acuerdo con la naturaleza misma del proceso y las pruebas aportadas 
según los criterios que establezca la ley y no de conformidad con su propio arbitrio, es 
decir, debe enmarcarse como una “vía de Hecho”;  

- No procede contra decisiones de las Altas Cortes.  
 
Sobre el particular, la jurisprudencia del H. Consejo de Estado2, reiteró que el error jurisdiccional:  
 

- Debe estar contenido en una providencia judicial que se encuentre en firme, esto por 
cuanto aun cuando una decisión judicial resulte equivocada, si aún puede ser revocada o 
modificada, el daño no resultaría cierto, pues el error no produciría efectos jurídicos y, 
además, podría superarse con la intervención del superior funcional.  

- Puede ser de orden fáctico o normativo;  
- Debe producir un daño personal y cierto que tenga la naturaleza de antijurídico, esto es, 

que el titular no tenga la obligación jurídica de soportar;  
- La equivocación del juez o magistrado debe incidir en la decisión judicial en firme. 
- No puede acudirse al título de imputación de error judicial, con el objetivo de promover 

una nueva instancia para que se resuelvan los mismos puntos de la litis que ya fueron 
decididos por el juez natural de la contienda jurídica.  

 
En reciente fallo del Consejo de Estado 3, se indicó que el error judicial tiene su génesis en una 
decisión contraria y/o violatoria de la ley, de ahí que puede acaecer por la configuración de dos 
supuestos, estos son, el error de hecho y el de derecho. Así, cuando se trate de un error de 
derecho se deberá establecer, por lo menos, un señalamiento de las normas que se consideran como 
transgredidas y una explicación sucinta de la manera en que ellas fueron infringidas. Por su parte, en 
el error de hecho deberán entenderse cuáles fueron las pruebas sobre las que recayó el yerro en la 
actividad probatoria y por qué con ello se transgredió la ley. 
  
Por lo dicho, en el título de imputación por error jurisdiccional, el interesado deberá cumplir con la 
identificación del objeto del mismo, así como establecer un concepto de violación. Con este fin, le 
incumbirá cumplir con las cargas de claridad, precisión y debida argumentación para demostrar que 
existe una imputación de tipo jurídico a la demandada, por lo que el interesado debe circunscribir su 
actividad discursiva y probatoria a desvirtuar la presunción de legalidad y acierto que abriga la 
totalidad de la providencia judicial, no de manera inopinada, sino con sujeción a requisitos 
previamente establecidos, cuya finalidad no es otra que trazar linderos de la litis para efectos de que 
sea decidida por el juez contencioso administrativo sin entrar a suplantar la esfera de juicio del 
juez natural. 

 
2 (C. P. Jaime Orlando Santofimio) Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 73001233100020020050301 Nov. 15/17 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia de fecha 12 de diciembre de 2019, 

radicado 20080039501, M.P. María Adriana Marín. 
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Adicional a lo anterior, el H. Consejo de Estado4, ha indicado que, en los procesos de responsabilidad 
patrimonial del Estado por error judicial, además de demostrar el error judicial, la parte demandante 
tiene la carga de individualizar con precisión el perjuicio cuya indemnización pretende.  Dicho 
perjuicio no puede coincidir con la pretensión formulada en el proceso en el cual se dictó la 
providencia acusada de incurrir en el error, porque la sentencia allí dictada hizo tránsito a cosa 
juzgada y lo que se puede solicitar ahora es la reparación del daño sufrido como consecuencia de tal 
decisión. El perjuicio que aquí puede reclamarse es distinto, lo que implica para el demandante la 
carga de precisarlo y demostrar su causación. 
 
Así mismo, el Alto Tribunal Contencioso Administrativo, en fallo proferido el 05 de mayo de 2020, por 
la Sección Tercera, Subsección B, dentro del radicado 2001-01807-01, M.P. Martín Bermúdez Muñoz, 
precisó que cuando se demande la responsabilidad del Estado por error jurisdiccional, el demandante 
tiene la carga de precisar cuál es el daño que la decisión le ha causado, sin que resulte admisible 
pretender que el Juez de la responsabilidad declare la existencia del error y pronuncie una decisión 
que sustituya la que el demandante estima equivocada, al respecto indicó:  
 

“(...) Esta posición jurisprudencial resulta concordante con la adoptada por la Subsección en fallos 
anteriores en la que se ha precisado que cuando se demanda la responsabilidad del Estado por error 
jurisdiccional el demandante tiene la carga de precisar cuál es el daño que la decisión le ha 
causado, sin que resulte admisible pretender que el Juez de la responsabilidad declare la 
existencia del error y pronuncie una decisión que sustituya la que el demandante estima 
equivocada.  
 
En esta dirección se ha señalado que la acción de reparación directa por error judicial no puede 
considerarse como una tercera instancia, porque (i) la demanda se dirige contra la Rama Judicial del 
Estado en la medida en que la autoridad que ha causado el daño es el Juez que profirió la providencia; 
(ii) en el proceso no participa la contraparte de la víctima del error judicial, porque la sentencia dictada 
en ese proceso no puede modificarse, dado que es una decisión que está ejecutoriada y, por ende, hizo 
tránsito a cosa juzgada.  
 
Las circunstancias anteriores permiten precisar que la demanda de reparación directa por error judicial 
tiene una causa y un objeto distinto al proceso en el cual se profirió la decisión contentiva del 
error. Ello impone concluir que en el proceso de reparación directa la parte que reclama la 
indemnización no puede formular su pretensión expresando simplemente las razones de su desacuerdo 
con la decisión que califica de equivocada, ni puede solicitar simplemente que se hagan las mismas 
declaraciones y condenas que le fueron negadas en tal proceso. (…)  
 
Como se ha señalado en anteriores ocasiones, en los procesos de responsabilidad patrimonial del 
Estado por error judicial, además de demostrar el error judicial la parte demandante tiene la carga de 
individualizar con precisión el perjuicio cuya indemnización pretende. Dicho perjuicio no puede 
coincidir con la pretensión formulada en el proceso en el cual se dictó la providencia acusada de 
incurrir en el error, porque dicha providencia hizo tránsito a cosa juzgada y lo que se puede 
solicitar en este proceso es la reparación del daño sufrido como consecuencia de tal decisión. El 
demandante tiene entonces la carga de identificarlo con precisión para que el Juez deduzca la 
existencia de una pretensión de indemnización de daños por error judicial y no el intento de 
revivir un proceso juzgado o adelantar una nueva instancia frente a una providencia que –se 
itera– ya hizo tránsito a cosa juzgada.  
 
Es evidente que dentro del daño sufrido por el demandante podrá estar incluido el valor de la condena 
que fue impuesta a dicha parte y, en otros, el valor de las pretensiones que fueron denegadas. Lo que 
resulta inadmisible es concurrir al proceso de reparación directa reclamando lo mismo que se 
pidió en el proceso judicial donde se profirió la sentencia contentiva del error, o formulando 
pretensiones que impliquen dejarla sin efectos, porque en ese caso se está confundiendo la 
acción de reparación directa por error judicial con una tercera instancia de un proceso judicial 
terminado. 
 
En el presente caso la Sala advierte la existencia de una circunstancia particular porque la providencia 
acusada de error judicial contiene una decisión inhibitoria que al no pronunciarse sobre el fondo no hace 

 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Sentencia de fecha 03 de abril de 2020, 

radicado 20040064601 M.P. Martín Bermúdez Muñoz  
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transito a cosa juzgada, aspecto regulado expresamente en el numeral 4o del artículo 333 del Código 
de Procedimiento Civil. 
 
Al estudiar la constitucional de dicha norma, la Corte Constitucional señaló́: 
 

<<(...) De la misma esencia de toda inhibición es su sentido de "abstención del juez" en lo 
relativo al fondo del asunto objeto de proceso. Siempre consiste, por definición, en que la 
administración de justicia no se pronuncia, esto es, no falla, o decide, no juzga. Y, si no juzga, 
carece de toda lógica atribuir al acto judicial en que se consagra tal determinación -de no 
juzgar- el carácter, la fuerza y el valor de la cosa juzgada, que de suyo comporta la firmeza y la 
intangibilidad de lo resuelto >>11 

 
31.- - Cuando la providencia acusada de error jurisdiccional no hace tránsito a cosa juzgada, la parte 
actora solo podría reclamar la pérdida de una oportunidad para lo cual tendría la carga de demostrar 
que la perdió definitivamente como consecuencia de la providencia apelada y exponer las razones que 
permitan concluir que tenía serias expectativas de obtener una decisión favorable a sus intereses. (…)” 
(Negrilla y subraya fuera de texto). 

 
Resulta igualmente pertinente citar el fallo del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo – Sección Tercera – Subsección B, de fecha 28 de febrero de 2020, radicado 
20090093601. M.P. Nicolás Yepes Corrales, en el cual se indicó que el error judicial no se configura 
por valoración probatoria disímil de dos o más autoridades judiciales y en el que reiteró que:  
 

“el concepto de error jurisdiccional comprende los daños causados con decisiones judiciales cuando 
estas implican resultados sin razón válida, o las mismas no estén soportadas en pruebas debidamente 
recaudadas, o se alejen de los cánones procesales, o sean el resultado o se dicten bajo el amparo de 
una violación al debido proceso, o signifiquen una vía de hecho, para cuya exigencia se 
requiere, además, que la decisión no pueda  ser corregida por los medios y recursos ordinarios 
procesales, pues, en la medida en que la decisión no se encuentre en firme y pueda ser discutida o se 
encuentre en entredicho, el daño no se habrá consumado o se entendería que el mismo fue consentido 
si tales recursos se dejaron de interponer por el interesado y, por tanto, no podrían discutirse en 
oportunidades ulteriores. 

  
Empero, tal error no se refiere a cualquier desacierto contenido en una providencia judicial, pues este 
debe ser inexcusable e injustificable, debe surgir de una conducta carente de fundamento objetivo, debe 
significar la vulneración de derechos o intereses subjetivos y ser contraria al ordenamiento jurídico, de 
donde la diferente interpretación normativa no es pasible de tal reclamo, en tanto esa actividad obedece 
a la autonomía del juez y a su íntimo convencimiento, salvo que resulte contraria al ordenamiento 
jurídico de forma clara y evidente (...”) 

 

Por último, respecto de la constitución de una instancia adicional por imputación de error judicial, el 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, en 
Sentencia de fecha 31 de mayo de 2019, radicado 2015-01789-01, Consejero Guillermo Sánchez 
Luque, manifestó que: 
 

(…)  
 
El título de imputación de error judicial no constituye una instancia adicional que permita la 
impugnación de las providencias, ni mucho menos se configura por el hecho de que la parte 
esté en desacuerdo con las consideraciones contenidas en las decisiones judiciales. Como no 
se está en presencia de un error jurisdiccional, pues no se aprecia en la decisión judicial una 
actuación caprichosa o subjetiva del fallador y lo que el demandante pretende es que se revisen los 
fundamentos jurídicos de la providencia y su valoración probatoria, no se configuró un daño 
antijurídico.” (Negrilla y subraya fuera de texto).  

 

De las normas y jurisprudencia relacionadas anteriormente, se puede concluir que para que se 
configure la responsabilidad del Estado por error jurisdiccional, se requiere que se cumplan los 
siguientes presupuestos:  
 

✓ El afectado deberá haber interpuesto los recursos de ley;  
 

✓ Se materializa únicamente a través de una providencia judicial en firme; 
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✓ No procede por interpretación jurídica, es decir, parte del respeto por la autonomía y libertad 

que por mandato constitucional se le confiere al juez; 
 

✓ Debe enmarcarse dentro de una actuación subjetiva, caprichosa, arbitraria y 
flagrantemente violatoria del debido proceso, que demuestre, sin ningún asomo de duda, 
que se ha desconocido el principio de que al juez le corresponde pronunciarse judicialmente de 
acuerdo con la naturaleza misma del proceso y las pruebas aportadas según los criterios que 
establezca la ley y no de conformidad con su propio arbitrio, es decir, debe enmarcarse como 
una “vía de Hecho”;  

 
✓ No procede contra decisiones de las Altas Cortes;  

 
✓  Puede ser de orden fáctico o normativo;  

 
✓ Debe producir un daño personal y cierto que tenga la naturaleza de antijurídico, esto es, que el 

titular no tenga la obligación jurídica de soportar; 
 

✓  La equivocación del juez o magistrado debe incidir en la decisión judicial en firme; 
 

✓ Al interesado le incumbe la carga de claridad, precisión y debida argumentación para desvirtuar 
la presunción de legalidad y acierto que abriga la totalidad de la providencia judicial;  

 
✓  No es una nueva instancia que permita la impugnación de las providencias o la manifestación 

de la simple inconformidad con el criterio jurídico de la autoridad judicial. 
 

✓ El demandante tiene la carga de individualizar con precisión el perjuicio cuya indemnización 
pretende, el cual no puede coincidir con la pretensión formulada en el proceso en el cual se 
dictó la providencia acusada de incurrir en el error. 

 
✓ El demandante tiene la carga de precisar cuál es el daño que la decisión le ha causado, sin que 

resulte admisible pretender que el Juez de la responsabilidad declare la existencia del error y 
pronuncie una decisión que sustituya la que el demandante estima equivocada. 

 
✓ No se configura error por valoración probatoria  disímil de dos o más autoridades judiciales. 

 
 

 

 
 

SANEAMIENTO  
 

FALTA DE AGOTAMIENTO DEL REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD 

Establece el Artículo 161 del CPACA: 

Requisitos de Procedibilidad 

Artículo 161. Requisitos previos para demandar. La presentación de la demanda se someterá al 

cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá 

requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con 

restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales. 

En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se 

encuentre expresamente prohibida. 

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales o 

fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación. 
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(…) 

 
 

Por otra parte, téngase en cuenta que este aspecto ya a ha sido dirimido por el H. Consejo de Estado 

mediante providencia de unificación, Consejero Ponente: Danilo Rojas Betancourth, expediente 40077, 

Radicado 660012331000200900056 01; en la cual se establece: 

 
(…) 

 

14.2.  En concordancia con el aludido mandato constitucional, el artículo 8 de la Ley 270 de 1996, el cual fue 

modificado por el artículo 35 de la Ley 1285 de 2009, consagró que los particulares pueden acudir a 

mecanismos alternativos al proceso judicial para la resolución de sus conflictos, entre los cuales se prevé la 

conciliación, institución concebida por el ordenamiento jurídico colombiano como el procedimiento por medio 

del cual un número determinado de individuos entre quienes existe una controversia deciden componerla con la 

intervención de un tercero neutral y calificado denominado conciliador6, quien además de sugerir fórmulas de 

arreglo, da fe del acuerdo al que lleguen los interesados el cual les resulta obligatorio y definitivo7, teniendo en 

cuenta que los asuntos materia de la conciliación son aquellos susceptibles de transacción, desistimiento, 

conciliación y los que la ley determine de manera expresa8. 

 

14.3. En este sentido, se ha establecido la figura en comento como un instrumento de autocomposición, en la 

medida en que se requiere de la voluntad y la aquiescencia de las partes, el cual, como se afirmó con 

anterioridad -ver párrafo 13.17-, se puede constituir en una actividad preventiva para evitar el inicio de un 

proceso judicial -conciliación prejudicial, posteriormente denominada conciliación extrajudicial por el artículo 

3 de la Ley 640 de 2001- o, en la posibilidad de la terminación anormal de éste en el evento en que ya hubiera 

comenzado                     -conciliación judicial-. 

 

14.4. Con observancia de que el instituto de la conciliación se planteó para permitir que los particulares 

pudieran acudir a mecanismos alternativos al proceso judicial para la resolución de sus conflictos, por lo que 

se conforma en un instrumento de autocomposición viable dentro de un marco jurídico que propende por la 

 
5 “La Ley podrá establecer mecanismos alternativos al proceso judicial para solucionar los conflictos que se 
presenten entre los asociados y señalará los casos en los cuales habrá lugar al cobro de honorarios por estos 
servicios (…). 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de 
conciliadores o en la de árbitros debidamente habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en 
equidad. 
El Consejo Superior de la Judicatura, en coordinación con el Ministerio del Interior y Justicia, realizará el 
seguimiento y evaluación de las medidas que se adopten en desarrollo de lo dispuesto por este artículo y cada 
dos años rendirán informe al Congreso de la República”. 
6 Artículo 64 de la Ley 446 de 1998: “La conciliación es un mecanismo de resolución de conflictos a 
través del cual, dos o más personas gestionan por sí mismas la solución de sus diferencias, con la 
ayuda de un tercero neutral y calificado, denominado conciliador”. 

En relación con la calidad de los particulares que obran como conciliadores, consultar: Corte 
Constitucional, sentencia C-226 del 17 de junio de 1993, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 

7 Artículo 66 de la Ley 446 de 1998: “El acuerdo conciliatorio hace tránsito a cosa juzgada y el acta de 
conciliación presta mérito ejecutivo”.  

8 Artículo 65 de la Ley 446 de 1998: “Serán conciliables todos los asuntos susceptibles de 
transacción, desistimiento y aquellos que expresamente determine la ley”. 

Artículo 19 de la Ley 640 de 2001: “Se podrán conciliar todas las materias que sean susceptibles de 
transacción, desistimiento y conciliación, ante los conciliadores de centros de conciliación, ante los 
servidores públicos facultados para conciliar a los que se refiere la presente ley y ante los notarios”.  

En relación con las características de la conciliación, consultar: Consejo de Estado, Sección Tercera, 
Auto del 1 de abril de 2004, exp. 25000-23-26-000-2001-02935-01(25853), actor: Ingenieros Civiles 
Asociados S. A. de C. V. “Ica”, C.P. María Elena Giraldo Gómez.  

http://www.ramajudicial.gov.co/


                                     Consejo Superior de la Judicatura 

                                          Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial 

                            Cartagena – Bolívar 

 

 

Carrera 5 No 36-127 Edificio Cuartel del Fijo. 

Teléfono: 6602124. www.ramajudicial.gov.co. 

Cartagena – Bolívar.  Colombia 
 

 

10 

ampliación, fomento y regulación de este tipo herramientas con el fin de garantizar la efectividad de los 

principios, derechos, obligaciones, garantías y libertades que se han consagrado en la Constitución Política y 

en la ley para alcanzar la convivencia social y la paz nacional, así como para que se logre la descongestión de 

los despachos judiciales9, se ha señalado que la conciliación extrajudicial o aquélla que se intenta de manera 

previa a la iniciación del asunto litigioso cumple con dichas finalidades constitucionalmente razonables. 

 

14.5. De esta forma, dado que la conciliación extrajudicial contribuye a la efectividad de los fines en comento 

y que con ella se busca evadir la iniciación de contiendas judiciales innecesarias, en cuanto puedan ser 

resueltas directamente por las partes involucradas en el conflicto respectivo, el legislador intentó en múltiples 

ocasiones que el agotamiento de dicho trámite se configurara en un requisito de procedibilidad para accionar, 

con el objeto de que los administrados tuvieran que buscar solventar sus problemáticas de común acuerdo 

antes de judicializarlas, lo que en relación con la jurisdicción de lo contencioso administrativo finalmente se 

logró para los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, de reparación directa y de 

controversias contractuales, en virtud del artículo 1310 de la Ley 1285 de 2009 y del artículo 211 del Decreto 

1716 de 2009, requerimiento que para los asuntos de carácter civil se encontraba vigente con mucha 

anterioridad, esto es, desde la entrada en rigor de la Ley 640 de 200112, de conformidad con sus artículos 2713, 

 
9 “Como se ha expuesto a lo largo de esta providencia, el propósito fundamental de la administración 
de justicia es hacer realidad los principios y valores que inspiran al Estado social de derecho, entre 
los cuales se encuentran la paz, la tranquilidad, el orden justo y la armonía de las relaciones sociales, 
es decir, la convivencia (Cfr. Preámbulo, Arts. 1o y 2o C.P.). Con todo, para la Corte es claro que 
esas metas se hacen realidad no sólo mediante el pronunciamiento formal y definitivo de un juez de la 
República, sino que asimismo es posible lograrlo acudiendo a la amigable composición o a la 
intervención de un tercero que no hace parte de la rama judicial. Se trata, pues, de la implementación 
de las denominadas “alternativas para la resolución de los conflictos”, con las cuales se evita a las 
partes poner en movimiento el aparato judicial del país y se busca, asimismo, que a través de 
instituciones como la transacción, el desistimiento, la conciliación, el arbitramento, entre otras, los 
interesados puedan llegar en forma pacífica y amistosa a solucionar determinadas diferencias, que 
igualmente plantean la presencia de complejidades de orden jurídico. // (...) Para esta Corporación, 
las formas alternativas de solución de conflictos no sólo responden a los postulados constitucionales 
anteriormente descritos, sino que adicionalmente se constituyen en instrumentos de trascendental 
significado para la descongestión de los despachos judiciales, problema éste que 
desafortunadamente aqueja en forma grave y preocupante a la administración de justicia en el país. 
Adicionalmente, debe insistirse en que con los mecanismos descritos se logra cumplir con los 
deberes fundamentales de que trata el artículo 95 superior, como es el caso de colaborar con el 
funcionamiento de la justicia (Num 5o.) y propender al logro y el mantenimiento de la paz (Num. 6o)”. 
Corte Constitucional, sentencia C-037 del 5 de febrero de 1996, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. 
Igualmente, consultar: Corte Constitucional, sentencia C-165 del 29 de abril de 1993, M.P. Carlos 
Gaviria Díaz. 

10 Artículo 13:“A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre 
constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 
Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la 
conciliación extrajudicial”. 

11 Artículo 2: “Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas 
que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, 
sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales pueda conocer la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 85, 
86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan”. 

12 Las disposiciones contenidas en la Ley 640 de 2001 y referentes al mencionado requisito de 
procedibilidad fueron declaradas exequibles por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-1195 
del 15 de noviembre de 2001, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa y Marco Gerardo Monroy Cabra, 
con excepción de aquellas que establecían su obligatoriedad en materia laboral, la cuales fueron 
nuevamente declaradas inexequibles en sentencia C-893 del 22 de agosto de 2001, M.P. Clara Inés 
Vargas Hernández. 

13 “La conciliación extrajudicial en derecho en materias que sean de competencia de los jueces civiles 
podrá ser adelantada ante los conciliadores de los centros de conciliación, ante los delegados 
regionales y seccionales de la Defensoría del Pueblo, los agentes del ministerio público en materia 
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3514 y 3815.  

 

14.6. En consecuencia, de manera acorde a lo indicado, se debe destacar que los fines de la conciliación 

extrajudicial en específico como requisito de procedibilidad para elevar peticiones ante la jurisdicción, tienen 

que ver con la garantía del acceso a la administración de justicia, con que los administrados participen en la 

solución de sus conflictos, lo que a su vez promueve su convivencia armoniosa y pacífica, con que se agilice la 

finalización de dichas disputas, y con que se descongestionen los despachos judiciales de manera que la 

administración de justicia pueda funcionar adecuadamente en beneficio de la justicia en general. Al respecto, 

la Corte Constitucional aclaró:  

 

Varios son los fines que se pretende alcanzar con la conciliación prejudicial obligatoria, a saber: (i) 

garantizar el acceso a la justicia; (ii) promover la participación de los individuos en la solución de sus 

disputas; (iii) estimular la convivencia pacífica; (iv) facilitar la solución de los conflictos sin dilaciones 

injustificadas; y (v) descongestionar los despachos judiciales. 

En primer lugar, la conciliación es un mecanismo de acceso a la administración de justicia. No sólo por 

las razones mencionadas cuando se aludió a las “olas” del movimiento de reformas sobre acceso a la 

justicia, sino al propio tenor de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Política, según el cual, 

los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia. Esto se 

cumple no sólo cuando los particulares actúan como conciliadores, sino también cuando las partes en 

conflicto negocian sin la intervención de un tercero y llegan a un acuerdo, como quiera que en ese evento 

también se administra justicia a través de la autocomposición.  

Como mecanismo de acceso a la justicia, la conciliación constituye una oportunidad para resolver de 

manera rápida un conflicto, a menores costos que la justicia formal. Esto resulta obvio si las partes 

llegan a un acuerdo, pues el conflicto se soluciona en el mínimo tiempo posible. Pero aún en el evento en 

que no se llegue a un acuerdo, la conciliación permite reducir los asuntos objeto de controversia a 

aquellos que realmente resultan relevantes y desestimula que el litigio se extienda a temas secundarios o 

a puntos en los que las partes coinciden, con lo cual el eventual proceso judicial resultará menos oneroso 

en términos de tiempo y recursos al poderse concentrar en los principales aspectos del conflicto.  

En quinto lugar, la conciliación repercute de manera directa en la efectividad de la prestación del 

servicio público de administración de justicia, al contribuir a la descongestión de los despachos 

judiciales. En efecto, visto que los particulares se ven compelidos por la ley no a conciliar, pero si a 

intentar una fórmula de arreglo al conflicto por fuera de los estrados judiciales, la audiencia de 

conciliación ofrece un espacio de diálogo que puede transformar la relación entre las partes y su propia 

visión del conflicto, lo que contribuye a reducir la cultura litigiosa aún en el evento en que éstas decidan 

no conciliar.  

En conclusión, los fines buscados por el legislador con la conciliación prejudicial obligatoria son 

legítimos e importantes desde el punto de vista constitucional (se resalta por la Sala)16.  

 

14.7. Teniendo en cuenta que el intento de la conciliación extrajudicial como requerimiento de procedibilidad 

pretende descongestionar los despachos judiciales, y que solamente se someta a conocimiento del aparato 

jurisdiccional los aspectos del conflicto en los que sus partes no hubiesen podido llegar a un acuerdo, de 

manera que los asuntos “secundarios” en los que coincidan se descarten ab initio del litigio que se comience y 

por consiguiente, se logre disminuir el tiempo que éstos se tardarían en fallarse, para la Sala es claro que así 

 

civil y ante los notarios. A falta de todos los anteriores en el respectivo municipio, esta conciliación 
podrá ser adelantada por los personeros y por los jueces civiles o promiscuos municipales”. 

14 “En los asuntos susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de 
procedibilidad para acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de 
conformidad con lo previsto en la presente ley para cada una de estas áreas. En los asuntos civiles y 
de familia podrá cumplirse el requisito de procedibilidad mediante la conciliación en equidad”. 

15 “Si la materia de que trate es conciliable, la conciliación extrajudicial en derecho como requisito de 
procedibilidad deberá intentarse antes de acudir a la especialidad jurisdiccional civil en los procesos 
declarativos, con excepción de los divisorios, los de expropiación y aquellos en donde se demande o 
sea obligatoria la citación de indeterminados”. 

16 Corte Constitucional, Sentencia C-1195 del 15 de noviembre de 2001, M.P. Manuel José Cepeda 
Espinosa y Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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como tal requisito se exige para el momento de presentación de la demanda e iniciación del proceso, es 

igualmente necesario para formular peticiones nuevas que se quieran adicionar al libelo introductorio que 

corresponda. 

 

14.8. En efecto, con la finalidad de lograr la descongestión de la administración de justicia y que únicamente 

los puntos de una controversia que ameriten poner en movimiento el aparato jurisdiccional lleguen al mismo, lo 

que haría que sus lapsos de tramitación a su vez sean más cortos en favor de la eficiencia de la administración 

de justicia, se observa que respecto de cualquier solicitud que corresponda a la naturaleza de los medios de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho, de reparación directa y de controversias contractuales, e 

incluso, de los asuntos civiles en los que proceda la conciliación extrajudicial, debe intentarse llegar a un 

acuerdo de dicha índole previamente a elevarla ante la jurisdicción, sin importar el momento dentro del trámite 

procedimental en que esto se haga, es decir, al momento de incoar el proceso judicial con la presentación de 

una demanda o al instante en que ésta se puede reformular, toda vez que así como ocurre en relación con la 

verificación de la existencia de la caducidad de la acción, entre esas dos situaciones no hay diferencia alguna a 

la luz de los objetivos indicados que se pretendieron lograr con la institución de la figura de la procedibilidad 

de la acción. 

 

14.9. Con observancia de que con la obligatoriedad de la conciliación extrajudicial se intenta depurar de 

peticiones innecesarias las contiendas que puedan iniciarse ante los diferentes operadores judiciales en la 

mayor medida posible, para efectos de que entre otras finalidades, se descongestione la administración de 

justicia y los interregnos de duración de los procesos disminuya, es claro que dicho requisito de procedibilidad 

debe verificarse en cualquier momento en que se busque manifestar una pretensión que pueda llegar a ocupar la 

atención de la jurisdicción y conlleve a congestionarla, por lo que antes de formularla, el accionante respectivo 

debe propender por darle el trámite pertinente con anterioridad a elevarla.   

 

14.10.  La anterior hermenéutica derivada de la interpretación sistémica del ordenamiento jurídico igualmente 

tiene un sustento lógico, habida cuenta de que sería incoherente colegir como factible el manifestar una 

demanda con algunas pretensiones frente a las que se cumplió el requisito de procedibilidad de la conciliación 

extrajudicial, y en forma posterior a que ésta sea admitida, añadir nuevas pretensiones sin agotar tal requisito, 

en tanto ello se podría constituir en una maniobra para excepcionarse a voluntad del cumplimiento de la 

exigencia de procedibilidad establecida por la ley de manera general y objetiva para todas los medios de 

control que pueden utilizarse en ejercicio del derecho de acción. 

 

14.11.  Ahora bien, conviene señalar que el hecho de que se exija la verificación del requisito de procedibilidad 

para el momento de reformar la demanda no se configura en una carga imposible de cumplir y tampoco hace 

fútil la posibilidad de adicionar el libelo introductorio, habida cuenta de que (i) entre la admisión de la 

demanda, la fijación de los gastos procesales, su pago por la parte demandante, la notificación del auto 

admisorio a los integrantes del extremo pasivo del litigio y el período de diez días de fijación en lista, existe un 

lapso lo suficientemente amplio para que se intente ventilar la conciliación extrajudicial de las pretensiones que 

se quieran añadir, máxime cuando se destaca que los gastos procesales deben ser cancelados por la parte 

demandante, de lo cual depende que se pueda continuar con las demás instancias del procedimiento aludido, y 

(ii) en caso de que no se alcance a agotar dicho requisito de procedibilidad antes de que fenezca el período de 

fijación en lista correspondiente, el actor respectivo puede iniciar otro proceso mediante la presentación de otra 

demanda con las peticiones que quería añadir y respecto de las cuales ya hubiese cumplido con la carga que le 

impuso el ordenamiento jurídico para ello, para posteriormente juntar los dos procedimientos en uno mediante 

la figura de acumulación de procesos o, simplemente esperar a que en cada trámite se profiera la decisión 

correspondiente. 

 

14.12.  Finalmente, cabe destacar que en el evento en que se incumpla la tramitación de la conciliación 

extrajudicial, sea al momento de presentar la demanda o al instante en que intente su reforma y agregación, se 

debe aplicar la consecuencia establecida en el ordenamiento jurídico para ello, de tal forma que las 

pretensiones respecto de las que no se intente llegar a un acuerdo conciliatorio antes de su manifestación 

deberán ser rechazadas de plano cuando los procesos en los que se eleven se rijan por la Ley 640 de 2001, de 

conformidad con su artículo 3617, mientras que si se formulan en vigencia de la Ley 1437 de 2011 -CPCA-, sólo 
 

17 “La ausencia del requisito de procedibilidad de que trata esta ley, dará lugar al rechazo de plano de la 
demanda”. Al respecto, cabe indicar que en la Ley 640 de 2001 se estableció inicialmente la conciliación 
extrajudicial como requisito de procedibilidad, no obstante lo cual la misma no comenzó a operar desde ese 
entonces para la jurisdicción de lo contencioso administrativo en consideración a que el Ministerio de Justicia y 
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procederá su inadmisión dado que dicha situación no se encuentra en las causales de rechazo, a la luz del 

artículo 16918 ibídem. 

(…) 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: UNIFICAR Y ADOPTAR la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado en 

relación con (i) la necesidad de verificar el fenómeno procesal de la caducidad respecto de todas las nuevas 

pretensiones que se eleven en ejercicio del derecho de acción, cuando ello suceda en el marco de la 

presentación de un escrito de adición de una demanda inicialmente interpuesta, y (ii) la exigencia de agotar el 

requisito de procedibilidad establecido en la ley consistente en la conciliación extrajudicial, tanto respecto de 

las pretensiones de la demanda como en cuanto de aquellas que se formulen mediante un escrito de adición del 

libelo introductorio, de conformidad con la parte motiva de la presente providencia.  

 

(…) 

 
 

EXCEPCIONES 
 
CADUCIDAD 

 
 
El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo establece: 
 

Artículo 140. Reparación directa. En los términos del artículo 90 de la Constitución Política, la 

persona interesada podrá demandar directamente la reparación del daño antijurídico producido por 

la acción u omisión de los agentes del Estado. 

De conformidad con el inciso anterior, el Estado responderá, entre otras, cuando la causa del daño 

sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de 

inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa imputable a una entidad 

pública o a un particular que haya obrado siguiendo una expresa instrucción de la 

misma. Expresión subrayada declarada Exequible por el cargo examinado, mediante Sentencia de 

la Corte Constitucional C-644 de 2011 

Las entidades públicas deberán promover la misma pretensión cuando resulten perjudicadas por la 

actuación de un particular o de otra entidad pública. 

En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados particulares y entidades 

públicas, en la sentencia se determinará la proporción por la cual debe responder cada una de ellas, 

teniendo en cuenta la influencia causal del hecho o la omisión en la ocurrencia del daño. 

 

del Derecho no determinó su entrada en vigencia en los términos del artículo 42 de la Ley 640 de 2001, lo cual 
si ocurrió, como se afirmó, a partir de la vigencia de la Ley 1285 de 2009 y el Decreto 1716 de la misma 
anualidad”. 
18 “Se rechazará la demanda y se ordenará la devolución de los anexos en los siguientes casos: 
1. Cuando hubiere operado la caducidad. 
2. Cuando habiendo sido inadmitida no se hubiere corregido la demanda dentro de la oportunidad 
legalmente establecida. 
3. Cuando el asunto no sea susceptible de control judicial.” Al respecto, esta Corporación ha señalado: “El 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca consideró que de conformidad con el artículo 36 de la Ley 640 de 2001, la 
consecuencia de no haber agotado el requisito de la conciliación es causal de rechazo de la demanda. Sin embargo 
debe tenerse en cuenta que la presente acción fue incoada en vigencia de la Ley 1437 de 2011, y que por ser ley 
especial y posterior en asuntos contencioso administrativos prevalece sobre las disposiciones de la Ley 640 de 
2001. // (…) Como puede observarse la falta del requisito de conciliación prejudicial no está enunciada dentro de las 
causales de rechazo de plano de la demanda, motivo por el cual su consecuencia deberá ser la inadmisión de la 
misma, a fin de que la parte actora acredite el cumplimiento de tal requisito, so pena de rechazo” (resaltado del 
original).Consejo de Estado, Sección Primera, auto del 2 de mayo de 2013, exp. 25000-23-41-000-2012-00260-01, 
C.P. Guillermo Vargas Ayala.  
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Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada: 

(…) 

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 

a) Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo electoral, el término será de treinta (30) 

días. Si la elección se declara en audiencia pública el término se contará a partir del día siguiente; 

en los demás casos de elección y en los de nombramientos se cuenta a partir del día siguiente al de 

su publicación efectuada en la forma prevista en el inciso 1° del artículo 65 de este Código. 

En las elecciones o nombramientos que requieren confirmación, el término para demandar se 

contará a partir del día siguiente a la confirmación; 

b) Cuando se pretenda la nulidad de las cartas de naturaleza y de las resoluciones de autorización 

de inscripción de nacionales, el término será de diez (10) años contados a partir de la fecha de su 

expedición; 

c) Cuando se pretenda la nulidad o la nulidad y restablecimiento del derecho de los actos previos a 

la celebración del contrato, el término será de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente a 

su comunicación, notificación, ejecución o publicación, según el caso; 

d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda deberá presentarse 

dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de la comunicación, 

notificación, ejecución o publicación del acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones 

establecidas en otras disposiciones legales; 

e) Cuando se pretenda la nulidad y la nulidad y restablecimiento del derecho de los actos 

administrativos de adjudicación de baldíos proferidos por la autoridad agraria correspondiente, la 

demanda deberá presentarse en el término de dos (2) años, siguientes a su ejecutoria o desde su 

publicación en el Diario Oficial, según el caso. Para los terceros, el término para demandar se 

contará a partir del día siguiente de la inscripción del acto en la respectiva Oficina de Instrumentos 

Públicos; 

f) Cuando se pretenda la revisión de los actos de extinción del dominio agrario o la de los que 

decidan de fondo los procedimientos de clarificación, deslinde y recuperación de los baldíos, la 

demanda deberá interponerse dentro del término de quince (15) días siguientes al de su ejecutoria. 

Para los terceros, el término de caducidad será de treinta (30) días y se contará a partir del día 

siguiente al de la inscripción del acto en la correspondiente Oficina de Instrumentos Públicos; 

g) Cuando se pretenda la expropiación de un inmueble agrario, la demanda deberá presentarse por 

parte de la autoridad competente dentro de los dos (2) meses, contados a partir del día siguiente al 

de la ejecutoria del acto administrativo que ordene adelantar dicha actuación; 

h) Cuando se pretenda la declaratoria de responsabilidad y el reconocimiento y pago de 

indemnización de los perjuicios causados a un grupo, la demanda deberá promoverse dentro de los 

dos (2) años siguientes a la fecha en que se causó el daño. Sin embargo, si el daño causado al grupo 

proviene de un acto administrativo y se pretende la nulidad del mismo, la demanda con tal solicitud 

deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de 

la comunicación, notificación, ejecución o publicación del acto administrativo; 

i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de 

dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante 

del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha 

posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia. 

Sin embargo, el término para formular la pretensión de reparación directa derivada del delito de 

desaparición forzada, se contará a partir de la fecha en que aparezca la víctima o en su defecto 

desde la ejecutoria del fallo definitivo adoptado en el proceso penal, sin perjuicio de que la 
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demanda con tal pretensión pueda intentarse desde el momento en que ocurrieron los hechos que 

dieron lugar a la desaparición; 

(…) 

 
Es de esta forma, que queda de presente, que el término para iniciar o interponer la acción de 
reparación directa, en el caso en estudio, es de dos años contados a partir de la ocurrencia del hecho 
generador del supuesto daño susceptible de ser resarcido de conformidad con lo manifestado por el 
demandante. 
 
Igualmente se aplica esta regla para todas y cada una de las pretensiones que pudieran tenerse con 
ocasión de la ocurrencia de un hecho dañoso, el cual si bien puede ser incorporado a través de 
reforma de la demanda, el mismo debe cumplir con todos los requisitos exigidos para ellos. 
 
Me explico: 
 
En el expediente se encuentra la constancia del agotamiento del requisito de procedibilidad ejercicio 
por el demandante, respecto a las pretensiones incorporadas en su escrito de demanda, 
circunstancia que suspende la caducidad del medio de control a ejercitar; no obstante lo anterior, 
respecto de las nuevas pretensiones incorporadas en la reforma de la demanda, no se encuentra 
demostrado el cumplimiento del requisito de procedibilidad, lo que nos lleva a afirmar que respecto a 
ellas no hubo suspensión de términos y cuando se radico la solicitud de reforma, la exigibilidad de 
dichas presentaciones ya había fenecido por caducidad de la acción. 
 
Para mayor claridad traemos a colación el análisis de la caducidad que hace el despacho, a fin de 
que se aplique la misma interpretación respecto de las nuevas pretensiones plasmadas en el escrito 
de reforma: 
 
“No obstante, en gracia de discusión, partiendo del día que el demandante señala tuvo conocimiento que 

registraba como afiliado en el sistema de seguridad social en salud a cargo del INPEC, 08 de diciembre de 2016, 

tendríamos que el término para presentar la demanda vencía e1 09 de diciembre de 2018, pero el 07 de diciembre 

de 2018 se presenta solicitud de conciliación extrajudicial, suspendiéndose el término de caducidad, el cual se 

reanuda el 06 de febrero de 2019, fecha en que es expedida la constancia de no conciliación, y la demanda fue 

presentada al día siguiente 07 de febrero de 2019, es decir, estaría presentada en tiempo”. 
 
 
 
De igual forma puede consultarse la sentencia de unificación proferida por el H. Consejo de Estado, 
Consejero Ponente: Danilo Rojas Betancourth, expediente 40077, Radicado 
66001233100020090005601; en la que se establece la necesidad de verificar el fenómeno procesal 
de la caducidad respecto de todas las nuevas pretensiones que se eleven en ejercicio del derecho de 
acción, cuando ello suceda en el marco de la presentación de un escrito de adición de una demanda 
inicialmente interpuesta 
 
 

 
FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA.   
 
 
La legitimación en la causa, ha sido definida por la jurisprudencia, así: 

 
 “…en los procesos contenciosos, la legitimación en la causa consiste, respecto al 

demandado se refiere, consiste en la titularidad del interés en litigio, por ser la 
persona llamada a contradecir la pretensión del demandante o frente a la cual 

http://www.ramajudicial.gov.co/


                                     Consejo Superior de la Judicatura 

                                          Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial 

                            Cartagena – Bolívar 

 

 

Carrera 5 No 36-127 Edificio Cuartel del Fijo. 

Teléfono: 6602124. www.ramajudicial.gov.co. 

Cartagena – Bolívar.  Colombia 
 

 

16 

permite la ley que se declare la relación jurídica material objeto de la demanda19". 
(Subrayado fuera de texto, Cfr. Cit 5). 

Sobre el particular, el Consejo de Estado en sentencia del 3 de marzo de 2010, C.P. Ruth Stella 
Correa Palacio, puntualizó: 

  “…La legitimación material en la causa, en sus dos sentidos, es por activa cuando 
la identidad del demandante concuerda con la de aquella persona a quién la ley o 
un acto jurídico le otorga la titularidad de un derecho y la posibilidad de reclamarlo; 
por pasiva cuando la identidad del demandado es la misma con la de aquel a 
quién se le puede exigir el cumplimiento de la obligación o la satisfacción del 
derecho correlativos que tiene con el primero.     

En relación con este presupuesto procesal, la Sala ha señalado lo siguiente: 

“La legitimación material en la causa, activa y pasiva, es una condición anterior y 
necesaria entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable al demandante o 
al demandado. Nótese que el estar legitimado en la causa materialmente por 
activa o por pasiva, por sí solo, no otorga el derecho a ganar; si la falta recae en el 
demandante el demandado tiene derecho a ser absuelto pero no porque él haya 
probado un hecho nuevo que enerve el contenido material de las pretensiones 
sino porque quien lo atacó no es la persona que frente a la ley tiene el interés 
sustantivo para hacerlo – no el procesal -; si la falta de legitimación en la causa es 
del demandado, de una parte al demandante se le negarán las pretensiones no 
porque los hechos en que se sustenten no le den el derecho sino porque a quien 
se las atribuyó no es el sujeto que debe responder; por eso, de otra parte,  el 
demandado debe ser absuelto, situación que se logra con la denegación de las 
súplicas del demandante. Lo anterior permite inferir, a contrario del Tribunal, que 
la ilegitimación en la causa – de hecho o material – no configura excepción de 
fondo20”. 

  De manera que la legitimación material en la causa deberá analizarse en la 
sentencia, con la finalidad de determinar si prosperan las pretensiones de la 
demanda o si por el contrario las mismas deben ser denegadas. En este sentido la 
legitimación en la causa es un presupuesto material para dictar sentencia 
favorable, el cual supone determinar si en realidad el demandado es quién está en 
el deber de proveer la satisfacción del derecho reclamado o si el actor es el titular 
del mismo. En caso de que tal situación no se demuestre, las pretensiones de la 
demandada deben negarse, no porque no exista el derecho, sino porque el 
demandante no estaba capacitado para reclamarlo o el demandado no estaba 
realmente obligado a su cumplimiento.”21 

 
 
Así las cosas, tenemos que es menester para efectos de determinar la legitimación por pasiva de la 
entidad estatal llamada a responder en este proceso, por lo que es de gran importancias establecer 
quien tiene la responsabilidad de identificar e individualizar al sindicado. 
 
Sobre este tópico el Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Tercera - 
Subsección “B” en sentencia del 4 de marzo de 2019, C.P. Ramiro Pazos Guerrero dentro del 
proceso radicado bajo el No. 17001-23-31-000-2010-00491-01(46000), señaló: 
 
  

 
19 Compendio de Derecho Procesal, Teoría General del Proceso, tomo 1, Hernando Devis Echandía, Decimotercera Edición 

1994, ED. DIKE. 
20 CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. Sentencia del 27 de noviembre de 2003. M.P. María Elena Giraldo 

Gómez. Exp. 73001-23-31-000-1995-04431-01(14431). 
21 CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, CP Dra. Ruth Stella Correa Palacio, sentencia del 3 de marzo de 2010, 

expediente No. 27001-23-31-000-2009-00001-01(36926), demandante: JORGE LUIS RUIZ EUSSE Y OTROS. 
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“11.1. El proceso penal está conformado por una serie de actos procesales dispuestos por la 
Constitución y la ley, el cual permite garantizar a los sujetos procesales el acceso efectivo a la 
administración de justicia con observancia de las reglas del debido proceso, de manera que se logre 
un correcto, oportuno y eficaz ejercicio de la administración de justicia. Por tanto, los funcionarios 
judiciales y de investigación judicial, encargados de instruir y juzgar, deben surtir y agotar las 
actuaciones procesales en sintonía con los parámetros normativos que el estatuto procesal penal ha 
diseñado previamente, de manera que así como no es posible que un juez penal profiera una 
decisión de fondo si no existe previamente una resolución de acusación, ni que se estructure la 
imputación de una conducta punible que no haya sido investigada previamente por las autoridades 
judiciales, tampoco es posible que se profiera una condena de fondo sin que exista una correcta 
identificación e individualización del condenado.  
 
11.2. Así las cosas, la decisión estatal de imponer una condena a una persona solo se legitima si está 
precedida de una individualización e identificación plena del condenado, fruto de un acercamiento 
coordinado y responsable al caso que realizan distintos funcionarios especializados; el fiscal y el juez, 
después de evaluar las piezas de convicción determinantes para la condena, acusan y juzgan, sin 
perjuicio del derecho a la impugnación y la garantía de la doble instancia que tiene el condenado. Por 
tanto, las autoridades públicas participantes del proceso judicial deben actuar de modo diligente y 
advertir oportunamente las irregularidades como lo es, entre otras, la deficiencia en la 
individualización del sindicado señalado de haber cometido el ilícito.”  
 
En este orden de ideas, teniendo en cuenta que el delito por el cual fue vinculado el señor Yeferson 
Ramirez, fue cometido bajo el amparo de la ley 906 de 2004, es bajo los parámetros de dicha norma 
que se deberá llegar a una conclusión en el presente caso.  
 
El numeral 1 del artículo 114, señala que corresponde a la Fiscalía General de la Nación: “Investigar y 
acusar a los presuntos responsables de haber cometido un delito”; además de “7. Ordenar capturas, 
de manera excepcional y en los casos previstos en este código, y poner a la persona capturada a 
disposición del juez de control de garantías, a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes”.  
 
Así mismo, el artículo 200 ibídem establece que concierne a la Fiscalía General de la Nación realizar 
la investigación:  
 
“ARTÍCULO 200. ÓRGANOS. Corresponde a la Fiscalía General de la Nación realizar la indagación e 
investigación de los hechos que revistan características de un delito que lleguen a su conocimiento 
por medio de denuncia, querella, petición especial o por cualquier otro medio idóneo”.  
 
Y al realizar la investigación la Fiscalía General de la Nación, conforme al artículo 207 esjudem debe 
seguir el programa metodológico y la realización de todas las actividades conducentes para la 
individualización de los autores y partícipes del delito, lo cual consigna de la siguiente forma:  
 
“ARTÍCULO 207. PROGRAMA METODOLÓGICO. Recibido el informe de que trata el artículo 205, el 
fiscal encargado de coordinar la investigación dispondrá, si fuere el caso, la ratificación de los actos 
de investigación y la realización de reunión de trabajo con los miembros de la policía judicial. Si la 
complejidad del asunto lo amerita, el fiscal dispondrá, previa autorización del jefe de la unidad a que 
se encuentre adscrito, la ampliación del equipo investigativo.  
 
Durante la sesión de trabajo, el fiscal, con el apoyo de los integrantes de la policía judicial, se trazará 
un programa metodológico de la investigación, el cual deberá contener la determinación de los 
objetivos en relación con la naturaleza de la hipótesis delictiva; los criterios para evaluar la 
información; la delimitación funcional de las tareas que se deban adelantar en procura de los 
objetivos trazados; los procedimientos de control en el desarrollo de las labores y los recursos de 
mejoramiento de los resultados obtenidos.  
 
En desarrollo del programa metodológico de la investigación, el fiscal ordenará la realización de todas 
las actividades que no impliquen restricción a los derechos fundamentales y que sean conducentes al 
esclarecimiento de los hechos, al descubrimiento de los elementos materiales probatorios y evidencia 
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física, a la individualización de los autores y partícipes del delito, a la evaluación y cuantificación de 
los daños causados y a la asistencia y protección de las víctimas.  
 
Los actos de investigación de campo y de estudio y análisis de laboratorio serán ejercidos 
directamente por la policía judicial”.  
De esta manera, la investigación conducida por la Fiscalía General de la Nación debe no solo 
individualizar al sindicado sino también identificarlo, obligación contemplada en el artículo 128 del 
CPP:  
 
“ARTÍCULO 128. IDENTIFICACIÓN O INDIVIDUALIZACIÓN. La Fiscalía General de la Nación estará 
obligada a verificar la correcta identificación o individualización del imputado, a fin de prevenir errores 
judiciales.  
 
En los eventos en que el capturado no presente documento de identidad, la policía judicial tomará el 
registro decadactilar y lo remitirá inmediatamente a la Registraduría Nacional del Estado Civil a 
efectos de que expida en forma inmediata copia de la fotocédula. En caso de no aparecer registrada 
la persona en sus archivos, la Registraduría Nacional del Estado Civil lo registrará con el nombre que 
se identificó inicialmente y procederá a asignarle un cupo numérico.”  
 
Así las cosas, de las normas citadas se desprende que la Fiscalía General de la Nación tiene la labor 
de individualizar e identificar al imputado durante la etapa de aprehensión o captura, investigación e 
indagación, pero también debe cumplir esta función cuando presenta formulación de imputación y en 
la presentación de la acusación, tal como lo señalan los artículos 287 y 288 que disponen:  
 
“ARTÍCULO 287. SITUACIONES QUE DETERMINAN LA FORMULACIÓN DE LA IMPUTACIÓN. El 
fiscal hará la imputación fáctica cuando de los elementos materiales probatorios, evidencia física o de 
la información legalmente obtenida, se pueda inferir razonablemente que el imputado es autor o 
partícipe del delito que se investiga. De ser procedente, en los términos de este código, el fiscal podrá 
solicitar ante el juez de control de garantías la imposición de la medida de aseguramiento que 
corresponda”.  
 
“ARTÍCULO 288. CONTENIDO. Para la formulación de la imputación, el fiscal deberá expresar 
oralmente:  
 
1. Individualización concreta del imputado, incluyendo su nombre, los datos que sirvan para 
identificarlo y el domicilio de citaciones”.  
 
De otra parte, los artículos 336 y 337 numeral 1 que preceptúan:  
 
“ARTÍCULO 336. PRESENTACIÓN DE LA ACUSACIÓN. El fiscal presentará el escrito de acusación 
ante el juez competente para adelantar el juicio cuando de los elementos materiales probatorios, 
evidencia física o información legalmente obtenida, se pueda afirmar, con probabilidad de verdad, que 
la conducta delictiva existió y que el imputado es su autor o partícipe.” 15  
 
“ARTÍCULO 337. CONTENIDO DE LA ACUSACIÓN Y DOCUMENTOS ANEXOS. El escrito de 
acusación deberá contener:  
 
1. La individualización concreta de quiénes son acusados, incluyendo su nombre, los datos que sirvan 
para identificarlo y el domicilio de citaciones”.  
 
En virtud de lo anterior, la labor de individualizar e identificar plenamente al imputado corresponde a 
la Fiscalía General de la Nación, siendo varias las etapas decisivas para identificar a una persona que 
se encuentra procesada en un proceso penal y que concierne principalmente al Fiscal, quien en su 
labor de investigación debe utilizar los métodos idóneos para individualizar, investigar y acusar a los 
presuntos responsables de un delito.  
 
En cuanto a la identificación de una persona se ha señalado que, para garantizar el ejercicio de los 
atributos de la personalidad jurídica, la cédula de ciudadanía es el documento que permite la 
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identificación e individualización de las personas. La Corte Constitucional, en sentencia T – 522 de 
2014 refirió tres funciones esenciales que cumple este documento a saber:  
 
(i) identificar a las personas, (ii) permitir el ejercicio de sus derechos civiles y (iii) asegurar la 
participación de los ciudadanos en la actividad política que propicia y estimula la democracia. 
Además, constituye un medio idóneo para acreditar la ´mayoría de edad´, la ciudadanía, entre otras, 
por lo cual es un instrumento de gran importancia en el orden tanto jurídico como social, por lo que la 
falta de expedición oportuna de tal documento desconoce el derecho de cualquier persona al 
reconocimiento de su personalidad jurídica y, por lo tanto, su derecho a estar plenamente identificada 
y al ejercicio pleno de sus derechos civiles y políticos. (Corte Constitucional, sentencia T-522 de 
2014, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub). 
 
Además, precisó la Corte Constitucional que la cédula de ciudadanía tiene el alcance de prueba de la 
identificación personal, ya que con ella las personas pueden acreditar que son titulares en los actos 
jurídicos o situaciones donde se exija la prueba de tal calidad. En efecto, a través de la cédula, se 
tiene la facultad de ejercer los derechos políticos, se garantiza la democracia participativa mediante la 
habilitación a los ciudadanos para elegir y ser elegidos, y se permite la promoción de la participación 
en la conformación, ejercicio y control del poder político. (Corte Constitucional, sentencia T-118 de 
2002, M.P Clara Inés Vargas Hernández). 
 
Artículo 251. Métodos. “Para la identificación de personas se podrán utilizar los diferentes métodos 
que el estado de la ciencia aporte, y que la criminalística establezca en sus manuales, tales como las 
características morfológicas de las huellas digitales, la carta dental y el perfil genético presente en el 
ADN, los cuales deberán cumplir con los requisitos del artículo 420 de este código respecto de la 
prueba pericial. //Igualmente coadyuvarán en esta finalidad otros exámenes de sangre o de semen; 
análisis de composición de cabellos, vellos y pelos; caracterización de voz; comparación sistemática 
de escritura manual con los grafismos cuestionados en un documento, o características de redacción 
y estilo utilizado en el mismo; por el patrón de conducta delincuencial registrado en archivos de 
policía judicial; o por el conjunto de huellas dejadas al caminar o correr, teniendo en cuenta la línea 
direccional, de los pasos y de cada pisada”  
 
Por las consideraciones expuestas es claro que, para la identificación de las personas y el acceso 
efectivo al ejercicio de los derechos civiles y políticos, la cédula de ciudadanía constituye un 
documento fundamental que debe ser exigido por las autoridades judiciales. Sin embargo, en caso de 
no presentarse dicho documento, el Código Procesal Penal vigente prevé, entre muchas otras 
alternativas, la tarjeta decadactilar, lo que se debe verificar con los documentos obtenidos a 
instancias de la Registraduría Nacional del Estado Civil.  
 
 
En efecto, habiendo estado el verdadero autor del delito a buen recaudo de las autoridades judiciales, 
correspondía establecer en aquel momento y respecto de aquella persona, la plena identificación e 
individualización a partir de los instrumentos de que se disponía para tal fin, tales como el cotejo de 
las huellas con la cartilla decadactilar que reposa en la Registraduría Nacional a cargo de la cédula 
que exhibió para identificarse. Lo especial en este caso, es que parece que al realizarse el cotejo de 
las huellas dactilares de la persona detenida, la Registraduría de Estado Civil, la identifica con un 
nombre distinto y con el número de cédula que le fue asignado por esa entidad, provocando la 
vinculación del nombre del señor Yeferson Ramírez.  

 
Por todo lo anterior, es claro que la Rama Judicial no está llamada a responder por los perjuicios 
reclamados, pues no es ella la entidad legalmente responsable de la identificación e 
individualización de un indiciado o sindicado, siendo la Fiscalía General de la Nación, la entidad 
competente para ello; aunque advertimos del relato de los hechos que pudiera existir una ruptura 
del nexo de causalidad en favor de esa entidad, toda vez que la individualización e identificación 
realizada estuvo viciada por el error cometido por la Registraduría del Estado Civil, quien atribuye 
unas huellas dactilares a la identificación y denominación de una persona distinta. 
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FALTA DE RELACION CAUSAL ENTRE LOS HECHOS DE LA DEMANDA Y PERSONA DEL 
DEMANDADO - HECHO DE UN TERCERO 
 
Esta excepción resulta de estudiar la obvia relación que debe existir entre los hechos generadores del 
perjuicio, las personas que no estando obligados a soportar las cargas lo hacen convirtiéndose en 
directas perjudicadas y la persona que da origen al injusto que debe indemnizarse; para obtener un 
fallo que condene al pago de una indemnización por la ocurrencia de unos perjuicios. 
 
Es decir, para que la Administración Judicial o cualquier miembro del Estado o cualquier persona 
natural o jurídica sea condenada a la indemnización de perjuicios por la ocurrencia de un hecho 
dañino, es menester que además de demostrarse la ocurrencia del hecho generador del daño, se 
demuestren claramente los tres extremos de la relación causal, que no son otros que la relación entre 
el hecho causante del daño, la persona perjudicada con el hecho y la persona causante del hecho. 
 
El daño es un requisito indispensable para que surja la responsabilidad, es más debe considerarse el 
punto de partida, pero su existencia es independiente de que haya o no un responsable que deba 
repararlo. Encontrar al responsable que debe indemnizar el es un problema de imputación psicofísica 
y de atribución jurídica del deber de demostrar como carga procesal atribuible exclusivamente al 
demandante. 
 
Así las cosas debe observarse que dentro del proceso de reparación por responsabilidad de algún 
agente el Estado deben estar presentes tres elementos distintos pero excluyentes como son: la 
ocurrencia del daño, la imputación del mismo y el deber de reparar en cabeza de la persona que 
resultare responsable por la ocurrencia del hecho que genero los perjuicios discutidos. 
 
Es indispensable, para efectos de identificar cual es la autoridad administrativa llamada a responder 
por la generación de un daño, establecer la existencia de relación causal adecuada, entre el hecho (u 
omisión del demandado), y la generación del perjuicio reclamado, entendiendo esto, como un 
requisito imprescindible e inexcusable de la responsabilidad.  
 
El maestro LE TOURNEAU, con su reconocida claridad, ha expuesto que “la causalidad es 
consustancial a la responsabilidad, porque no se puede imaginar la una sin la otra; si ella no existe, 
no existe responsabilidad sino un fruto del azar”.  
 
Correctamente se ha juzgado, que siempre será requisito ineludible la exigencia de relación de 
causalidad entre la conducta activa o pasiva del demandado y el resultado dañoso, de tal modo que 
la responsabilidad se desvanece si el expresado nexo causal no ha podido concentrarse; por lo que 
en innumerables fallos se ha rechazado la pretensión resarcitoria al no haber podido establecerse con 
certeza la presencia de una adecuada relación causal entre la sintomatología que dijo haber sufrido la 
accionante y el hecho al que asigna el origen de su sentir.  
 
El ligamen causal es el elemento que vincula el daño directamente con el hecho e indirectamente con 
el factor de imputabilidad subjetiva o de atribución objetiva del daño; constituye un factor aglutinante 
que hace que el daño y la culpa, o en su caso, el riesgo, se integren en la unidad del acto que es 
fuente de la obligación de indemnizar. Es un elemento objetivo porque alude a un vínculo externo 
entre el daño y el hecho de la persona. 
 
Así las cosas, para que una entidad estatal entre a responder por un perjuicio debe ser la actora 
del hecho u omisión que cause el daño antijurídico al particular y en el presente caso la Rama 
Judicial no ha ocasionado con su actuación perjuicio alguno al demandante.  
 
Como quiera que la Rama Judicial no participó por acción u omisión del hecho que constituye el 
supuesto fáctico susceptible de ser indemnizado, no existe una relación de nexo causal, entre el 
actuar de la Rama Judicial, la identidad de la persona llamada a responder y la generación del daño 
cuyo resarcimiento de exige; así como se demostrara en el proceso que la intervención determinante 
de la Fiscalía general de la Nación provocó las resultas del proceso penal al abandonar el 
cumplimiento de sus funciones, omitir el aporte de las pruebas recaudadas y posteriormente solicitar 
la absolución de los indiciados. 
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Por todo lo anterior nuevamente solicito que la Rama Judicial sea exonerada de la condena solicitada 
por los demandantes; y/o que de resultar demostrados los perjuicios demandados, solo le sean 
aplicables al resto de los demandados de conformidad con su grado de participación. 
 
 
 
CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA 
 
 
Cuando se analiza la conducta de la víctima en el ámbito de la responsabilidad extracontractual no se 
está haciendo un reproche de la culpabilidad de ella como un elemento del tipo penal, sino que se 
está analizando su actuación desde la noción de culpa, la que si es grave o dolosa, exclusiva y 
excluyente, bajo la óptica del artículo 70 de la Ley 270 de 1996, dará lugar a la exoneración de la 
entidad. 
  
 
Criterios 
  
Desde esta perspectiva, el alto tribunal recordó que la jurisprudencia ha determinado que cuando se 
trata de acciones de responsabilidad patrimonial el dolo o culpa grave que allí se considera se rige 
por los criterios establecidos en el artículo 63 del Código Civil. 
  
Por culpa se ha dicho que es la reprochable conducta de un agente que generó un daño antijurídico 
(injusto) no querido por él, pero producido por la omisión voluntaria del deber objetivo de cuidado que 
le era exigible, de acuerdo con sus condiciones personales y las circunstancias en las que actuó. 
  
Es decir, la conducta es culposa cuando el resultado dañino es producto de la infracción al deber 
objetivo de cuidado y el agente debió haberlo previsto por ser previsible o, habiéndolo previsto, confió 
en poder evitarlo. (Lea: Conozca los 11 supuestos en que la culpa de la víctima exime de 
responsabilidad estatal) 
  
También se ha entendido por culpa el error de conducta en que no habría incurrido una persona en 
las mismas circunstancias en que obró aquella cuyo comportamiento es analizado y en consideración 
al deber de diligencia y cuidado que le era exigible. 
  
Clasificación tripartita 
  
Ahora bien, tradicionalmente se ha calificado como culpa la actuación no intencional de un sujeto en 
forma negligente, imprudente o imperita, quien de manera descuidada y sin la cautela requerida deja 
de cumplir u omite el deber funcional o conducta que le es exigible. 
  
Y por su gravedad o intensidad se ha distinguido entre la culpa grave o lata, la culpa leve y la culpa 
levísima. 
  
Esta clasificación tripartita tiene consecuencias en el ámbito de la responsabilidad contractual o 
extracontractual, conforme a lo que expresamente señala el ordenamiento jurídico, así: 
  
Culpa leve: consiste en la omisión de la diligencia del hombre normal (diligens paterfamilias). Es 
decir, la omisión de la diligencia ordinaria en los asuntos propios. 
  
Culpa levísima: también equiparada con la omisión de diligencia que el hombre juicioso, experto y 
previsivo emplea en sus asuntos relevantes y de importancia. 
  
Culpa lata: es la omisión de la diligencia mínima exigible inclusive al hombre descuidado y que 
consiste en no poner el cuidado en los negocios ajenos que este tipo de personas ponen en los 
suyos. En el régimen civil se asimila al dolo (C. P. Ramiro Pazos). 
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Ver: Consejo de Estado Sección Tercera, Sentencia 19001233100020070026201 (44810), Jul. 13/17 
 

 
 
LA INNOMINADA. 
 
De conformidad con lo preceptuado en el CPACA., solicito se decrete aquella que el fallador 
encuentre probada. 
 

PETICIONES 
 

1.- Que se declaren las Excepciones propuestas o las que se encuentren probadas y NO se hagan 
los pronunciamientos de fondo sobre las pretensiones de la Demanda. 
 
2.- Con las pruebas que obran en el expediente, téngase por NO probadas las afirmaciones hechas 
en el libelo demandatorio. 
 
3.- Que se desechen, por improcedentes, todas y cada una de las Pretensiones de la parte 
demandante, por las razones de hecho y de derecho expuestas en este escrito, y, en su lugar, se 
declare que, la Nación, NO tiene responsabilidad administrativa alguna en los hechos que originaron 
este Proceso. 
 

PRUEBAS 
 

1. Las que obran en el proceso. 
 

2. Las que el despacho considere conducentes decretar. 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
CPACA 
Art.28, 29, 249 de la C. Política. 
Ley 270 de 1996. 

 
 

NOTIFICACIONES 
 
La suscrita apoderada y mi mandante las recibiremos físicamente en la sede de la Dirección 
Seccional de Administración Judicial de esta ciudad, ubicadas en el Centro, Calle del Cuartel Edif. 
Cuartel del Fijo Piso 2 Teléfono 6647808. 
 
Dirección electrónica notificaciones: dsajctgnotif@cendoj.ramajudicial.gov.co;  
 
Mi correo sbarbozp@cendoj.ramajudicial.gov.co; celular 3007901374 
 
Al demandante en la dirección que aparece en la demanda. 
 
 
 
Cordialmente,   
 

  

SHIRLY BARBOZA PAJARO 
C. C. No. 33.334.966 de Cartagena  
T. P. No. 108.304 del C. S. de la J. 
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